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NOTA PRELIMINAR

Si se efectúa un somero análisis del índice de esta obra y se atiende
al título de la misma, puede pensarse que el autor ha cometido un error
al no incluir, de entre las situaciones de asistencia judicial al arbitraje,
aquellos casos en los que es necesario impugnar el laudo arbitral, bien
a través de la acción de anulación del laudo, o bien, por medio del recurso
de revisión.

Efectivamente, estos dos medios de rescisión de resoluciones firmes
no dejan de ser supuestos de intervención judicial en el arbitraje, sin
embargo, puede afirmarse que ambos constituyen mecanismos de con-
trol del arbitraje. Por ello, deliberadamente, hemos preferido no incluir-
los en esta obra ya que conformaran el estudio monográfico de otra obra
previa a la que hemos denominado: El control judicial del arbitraje, Ed.
La Ley, Madrid, 2008.

Por tanto, lo que aquí viene a analizarse son todos aquellos casos
en los que resulta necesario o conveniente para las partes o para los árbi-
tros acudir en apoyo o asistencia judicial al arbitraje. Como no podía
ser de otra manera, debemos considerar todo este tipo de actuaciones de
intervención judicial en el arbitraje con carácter restrictivo ya que la
propia LA limita su utilización a través del art. 7 que recoge el «prin-
cipio de intervención mínima» de la jurisdicción en el arbitraje.

Ahora bien, cuál haya de ser el fundamento de la intervención de
nuestros tribunales en el arbitraje, la concreción de este tipo de actua-
ciones y el tratamiento procesal que se la de dar a las mismas, es algo
que dejamos para las páginas sucesivas, no sin antes destacar que todos
estos supuestos que a continuación se expondrán, no privan al arbitraje
en absoluto de su propia autonomía, ni a las partes del poder de dispo-
sición sobre lo que es objeto del proceso arbitral.
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CAPÍTULO I

CUESTIONES GENERALES Y FUNDAMENTO 
DE LA ASISTENCIA

1. INTRODUCCIÓN

La aparición de la nueva Ley de Arbitraje publicada en el BOE como
Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje (BOE núm. 309,
26/12/2003), presenta un nuevo panorama para la resolución de con-
flictos por medio de una solución extrajudicial. Tal y como señala su
Exposición de Motivos el legislador ha tratado de adaptar el articulado
de la nueva Ley a las principales novedades que presenta la resolución
de conflictos por esta vía, en los tiempos actuales, inspirándose en gran
medida en el contenido de la Ley Modelo elaborada por la Comisión de
las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, de 21 de
junio de 1985 (Ley Modelo de CNUDMI/UNCITRAL), recomendada
por la Asamblea General en su Resolución 40/72, de 11 de diciembre
de 1985.

Es cierto que se ha producido un importante desarrollo del arbitraje
en nuestro país desde la entrada en vigor de la ya derogada Ley de Arbi-
traje de 1988, pero nuestro legislador —con buen criterio a nuestro modo
de ver— ha entendido que, en estos momentos, esta institución estaba
necesitada de un mayor impulso con el objetivo de conseguir una doble
finalidad: potenciar en sí mismo este medio extrajudicial de resolución
de controversias —sobre todo en el ámbito del arbitraje comercial inter-
nacional— y, al mismo tiempo, que se haga efectiva una vieja aspira-
ción de la anterior Ley de Arbitraje aún no conseguida: descargar al con-
junto de nuestros tribunales del conocimiento de todos aquellos asuntos
que sean sometidos a arbitraje por las partes.
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Por otro lado, también en estos momentos resultaba conveniente
adaptar la anterior Ley de Arbitraje a los nuevos avances tecnológicos
que desde el año 88 a esta parte se han ido implantando en nuestra socie-
dad. Baste un ejemplo para ilustrar este comentario: es por todos cono-
cida la anterior exigencia de la Ley de formalizar por escrito el conve-
nio arbitral. Es cierto que, como no podía ser de otra manera, este requisito
era objeto de interpretación flexible por medio del apartado segundo del
art. 6 LA/1988 que permitía entender como «formalizado por escrito»
aquel convenio que se deducía del intercambio de cartas, telegramas u
otros medios no escritos. Ahora bien, esta interpretación suponía —se
quiera o no— desvirtuar el contenido esencial del párrafo primero del
art. 6 LA/1988 que exigía expresamente la formulación escrita.

Pues bien, con la nueva LA se produce una adaptación a los nuevos
tiempos del texto del articulado en este y otros puntos de la Ley per-
mitiéndose ahora no sólo que el convenio arbitral sea formalizado por
escrito sino también: «…en un documento firmado por las partes o en
un intercambio de cartas, telegramas, télex, fax u otros medios de tele-
comunicación que dejen constancia del acuerdo.

Se considerará cumplido este requisito cuando el convenio arbitral
conste y sea accesible para su ulterior consulta en soporte electrónico,
óptico o de otro tipo1».

No es ésta una obra que trate de analizar las principales novedades
que presenta esta Ley con respecto a la ya derogada de 1988 sino que
nuestra intención consistirá en examinar en qué momentos de su arti-
culado y de qué manera se requiere una situación de apoyo judicial al
arbitraje o, dicho en otros términos, cuándo resulta posible o necesario
acudir a un órgano enclavado en la jurisdicción ordinaria para realizar
gestiones procesales con repercusiones en un procedimiento arbitral ins-
tado por las partes y, en ese caso, las consecuencias que pueden deri-
varse de ese acceso a la jurisdicción.

Como resulta lógico, en momentos puntuales sí que deberemos alu-
dir a algunas de esas novedades genéricas que presenta el nuevo texto,
pero lo haremos como referencia al contenido expuesto.

En este contexto, hay que señalar que el prelegislador, a la hora de

1 La cursiva es nuestra.
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abordar la reforma de la Ley de Arbitraje, podría haber optado por alguna
de estas soluciones2:

— Una regulación monista, con modificación parcial de la Ley de
Arbitraje.

— Una regulación dualista en textos separados.
— La adopción de la Ley Modelo para todos los arbitrajes.

Finalmente, el legislador ha optado por la tercera opción con el pro-
pósito de impulsar el arbitraje debido al mejor conocimiento que tienen
los distintos operadores económicos del comercio internacional del con-
tenido, flexibilidad y propuestas de esta Ley. Ahora bien, basándose la
nueva Ley de Arbitraje en la Ley Modelo Uncitral hay que decir que,
no obstante, el legislador ha creído conveniente regular de manera con-
junta o monista el arbitraje interno y el internacional, esto es, que las
mismas normas o preceptos regulen tanto el arbitraje interno como el
internacional con contadas excepciones. En palabras de la Exposición
de Motivos: «…Aun con la conciencia de que el arbitraje internacional
responde en muchas ocasiones a exigencias distintas, esta ley parte de
la base de que una buena regulación del arbitraje internacional ha de
serlo también para el arbitraje interno, y viceversa».

En otro orden de cuestiones, ya desde este momento, podemos seña-
lar que partimos de una ventaja respecto a la anterior regulación pues
encontramos dos preceptos fundamentales para las pretensiones que
comentamos, en concreto, los artículos 7 y 8 LA. El primero determina
la exclusión de los tribunales jurisdiccionales de las actividades del arbi-
traje salvo cuando la Ley así lo disponga expresamente; mientras que el
segundo, explicita los tribunales competentes para conocer de las fun-
ciones de apoyo y control judicial del arbitraje.

Del resto del articulado tendremos que deducir en qué supuestos
resultará necesario acudir a un órgano judicial y de qué forma se reali-
zará esa intervención pero estos dos artículos aclaran una primera apro-
ximación a esta cuestión. No obstante, insistimos en el hecho de que
todo lo relacionado con el control judicial del arbitraje ha sido tratado

2 En este sentido, STAMPA CASAS, G., «Motivos y propuestas para la reforma
de la Ley de Arbitraje», Diario La Ley, N.º 5785, de 21 de mayo de 2003, págs. 1-26,
pág. 26.
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en otra obra previa que nos permite atender directamente en las páginas
sucesivas todos los supuestos de asistencia judicial al arbitraje.

2. FUNDAMENTO DE LA INTERVENCIÓN JUDICIAL

Si partiéramos de un análisis proarbitral de las situaciones de apoyo
y control judicial al arbitraje, deberíamos abogar por la mínima o inexis-
tente intervención de los jueces en materia arbitral. Es decir, trataríamos
de dotar de una configuración jurídica propia al arbitraje exenta de la
intervención de los tribunales jurisdiccionales.

Con la vigencia de las leyes de arbitraje de 1953 y 1988 nuestros tri-
bunales efectivamente realizaban un verdadero control de la institución arbi-
tral quizás por la desconfianza en este modo extrajudicial de resolución de
conflictos. De ahí, que la intervención judicial apareciera de manera más
patente y con mayores ingerencias que como ha ocurrido posteriormente.
Realmente, cuando nuestros órganos judiciales han apreciado la utilidad,
eficacia y seguridad que presentaban los arbitrajes, este control judicial ha
pasado a ser más bien un apoyo y complemento judicial a un reconocido
medio de decisión de conflictos con efectos ejecutivos y de cosa juzgada.

Sin embargo, son precisamente esos efectos que presenta el laudo
arbitral —fuerza ejecutiva y de cosa juzgada— los que nos llevan a la
existencia de verdaderos mecanismos de control al arbitraje y que han
ido recogiendo paulatinamente nuestras distintas leyes de arbitraje. Si
efectivamente pretendemos que lo decidido en un laudo arbitral pueda
tener dicha fuerza y sea título bastante para acceder al despacho de la
ejecución necesariamente tendrán que habilitarse cauces para compro-
bar cómo se han dictado estos laudos arbitrales, si en el procedimiento
se han respetado los principios de audiencia, igualdad o contradicción
o si la materia decidida es, entre otras cosas, arbitrable.

Junto con lo anterior, no podemos olvidar —al menos desde la pers-
pectiva de nuestro ordenamiento interno— que quienes tienen la potes-
tad reconocida para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado y además con
carácter exclusivo según el art. 117 CE, son nuestros órganos jurisdic-
cionales. Por consiguiente, a pesar de la intervención de los árbitros
durante la fase declarativa del proceso y aunque podamos sustituir la
figura de los jueces por los árbitros con los presupuestos legalmente
requeridos, es necesario, empero, acudir siempre a la vía judicial para
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ejecutar tales decisiones, luego el recurso a la jurisdicción va a ser siem-
pre necesario si partimos, claro está, de un incumplimiento voluntario
de los condenados por el pronunciamiento arbitral. Por eso se ha afir-
mado que la ejecución forzosa de las resoluciones arbitrales constituye
el exponente más significativo de asistencia judicial al arbitraje, no sólo
por la extensión de la actividad ejecutiva globalmente considerada, sino
porque el desenvolvimiento del proceso de ejecución no conlleva inte-
rrelación alguna entre el juez ejecutor y los árbitros3.

Dentro de estos mecanismos de control es donde adquieren la rele-
vancia debida los actuales medios de control como la acción de anulación
y revisión del laudo4. Sin embargo, estas reflexiones sólo explican el por
qué deben existir medios de control judicial del arbitraje pero no consti-
tuyen el fundamento de las actuaciones de apoyo judicial al arbitraje.

En estos casos debemos acudir a otro tipo de explicación para moti-
var el recurso a la jurisdicción. La falta de poder coercitivo de los árbi-
tros implica la necesidad de acudir como recurso a los jueces en apoyo
de una actuación de alguna parte o un tercero que no desea cumplir volun-
tariamente a propósito del procedimiento arbitral. Ése es el verdadero fun-
damento del apoyo judicial, al menos mientras las decisiones de los árbi-
tros carezcan de capacidad coercitiva o nuestro ordenamiento gire hacia
el sistema alemán donde estas decisiones de los árbitros sí tienen ese poder.

Si partimos del contenido del art.117.3 CE sólo los juzgados y tri-
bunales reconocidos en las Leyes tienen la potestad exclusiva para juz-
gar y hacer ejecutar lo juzgado. Luego la intervención judicial en aras
al arbitraje será siempre necesaria, como mínimo y en caso de incum-
plimiento de la parte, para la ejecución de laudo arbitral que como sabe-
mos es título ejecutivo asimilado a la sentencia judicial en virtud del art.
517.2.2 LEC. Pero la falta de poder coercitivo de los árbitros también

3 SENÉS MOTILLA, C., «Sobre la ejecución forzosa de las resoluciones arbitra-
les», AA.VV., Estudios sobre arbitraje: los temas clave (Coord. GONZÁLEZ MON-
TES, J.L.), Madrid, 2008, págs. 283-320, pág. 285.

4 Sobre este particular vid, en extensión: GONZÁLEZ-MONTES SÁNCHEZ, J.L.,
El control judicial del arbitraje, Madrid, 2008; Y, en concreto, sobre la acción de anu-
lación también mi obra: «La acción de anulación del laudo en el proceso español de
arbitraje (Ley 60/2003, de 23 de diciembre)», AA.VV., Estudios sobre arbitraje: Los
temas clave (Coord. GONZÁLEZ MONTES, J.L.), cit., págs. 223-282.
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